
49
Cuadernos de Derecho Local (QDL)

ISSN: 1696-0955, núm. 34, febrero de 2014, pp. 49-67
Fundación Democracia y Gobierno Local

Doble inconstitucionalidad de la Ley de racionalización 
y sostenibilidad de la Administración Local

Manuel Zafra Víctor

Profesor titular de Ciencia Política de la Universidad de Granada

1. Contenido del trabajo

2. Reflexión preliminar

3. Menoscabo de la autonomía municipal

 3.1. Indistinción entre competencias propias y servicios obligatorios

  3.1.1. Diferencias y similitudes entre coste estándar y coste efectivo en la prestación de servicios municipales

  3.1.2. La supresión de las competencias impropias en la Ley y la latencia de sus efectos

 3.2. Menoscabo de la autonomía provincial

  3.2.1. La provincia: de entidad local a división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado

  3.2.2.  Simultaneidad contradictoria: la provincia asiste y suplanta, por el mismo motivo –baja capacidad de 

gestión–, a los municipios

  3.2.3.  Servicios supramunicipales: competencia material de la provincia; provisión provincial directa de 

servicios a los vecinos

  3.2.4. Contradicciones en la elaboración del Plan Provincial de Obras y Servicios

  3.2.5.  La Ley deshace la configuración constitucional de la provincia como entidad local determinada por la 

agrupación de municipios

4. El contenido armonizador de la Ley

 4.1.  El legislador básico suprime competencias municipales y las atribuye a las comunidades autónomas en materia 

de sanidad, educación y servicios sociales

 4.2.  El Estado, de garante de la autonomía local frente a las comunidades autónomas a guardián y vigilante para 

que los legisladores sectoriales autonómicos o de régimen local no incrementen la autonomía municipal

 4.3.  El legislador de las bases no señala un mínimo que las comunidades autónomas amplían, sino que marca un 

máximo que no pueden franquear

 4.4. La relación normativa entre legislación básica y estatutos de autonomía

 4.5. El desacierto en el dictamen del Consejo de Estado sobre este punto

5. Conclusiones

Resumen

La Ley incurre en una doble inconstitucionalidad. En primer lugar, menoscabo de la autonomía municipal; los 

municipios menores de veinte mil habitantes (singularmente los de población inferior a cinco mil habitantes) 

ven cuestionada su competencia para la prestación de determinados servicios. Todos los municipios pierden la 

competencia para la prestación de servicios sociales, y ven reducidas sus funciones a las de evaluación de situa-

ciones de necesidad y atención inmediata a las personas en riesgo de exclusión; las hasta ahora reconocidas en 

sanidad y las más relevantes en educación. El legislador impone un orden de prelación en el ejercicio de las 

competencias municipales, primero las propias y delegadas y, contando con el informe vinculante de la Admi-

nistración competente en la materia y de la titular de la tutela financiera, las “impropias”. La atribución de esta 

prerrogativa a ambas Administraciones supone un control de oportunidad incompatible con la autonomía 

municipal, toda vez que los criterios de duplicidad o sostenibilidad no ofrecen referentes jurídicos inequívocos. 

En lo relativo a la autonomía provincial la Ley también lesiona las atribuciones de gobierno y administración 

de la provincia que la Constitución atribuye a la diputación, por ejemplo cuando dispone que elevará al Minis-

terio de Hacienda la propuesta de gestión de determinados servicios, con la finalidad de obtener una autori-

zación ministerial que propicie un coste efectivo menor.
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En segundo lugar, la Ley presenta un contenido armonizador, pues impone al legislador autonómico un ejerci-

cio determinado en competencias de su exclusiva titularidad. Por ejemplo, le atribuye las competencias muni-

cipales sobre servicios sociales relacionadas con la promoción y reinserción social y prestación, e impide su 

atribución como propias a los municipios, solo prevé su delegación. El tono armonizador se expresa también 

en las condiciones impuestas al legislador sectorial (fundamentalmente autonómico) para la atribución de 

competencias a los municipios.

Palabras clave: competencias impropias; coste efectivo; control de oportunidad; contenido armonizador; orden de prela-

ción en el ejercicio de las competencias municipales y en su atribución por los legisladores sectoriales.

Two grounds of unconstitutionality on the Law of rationalization and sustainability of the 
local administration

Abstract

The Law of rationalization and sustainability of the local administration is unconstitutional based on two grounds. First, 

there is a violation of the principle of local autonomy: some services provided by municipalities with less than 20.000 ci-

tizens (especially municipalities with less than 5.000 citizens) are in danger. All the municipalities will not be able to pro-

vide social services, health care or some of the most relevant services in the field of education. Municipalities only will be 

able to assess situations of need and to provide immediate care to persons in risk of social exclusion. The legislator impo-

ses a hierarchy order in the exercise of the municipal competences: the proper and delegated competences come first 

and, after them, the municipality will be able to exercise the improper competences with the positive and mandatory 

report of the public administrations that hold the competence in the relevant subject and the financial resources. The 

report to be issued by these public administrations implies a sort of control of opportunity which is incompatible with 

local autonomy because of the legal uncertainty of concepts like “duplication of competences” or “sustainability”. In re-

lation to the autonomy of the provinces, the Law also violates some prerogatives of intermediate local governments 

(Diputaciones). For instance, the Law provides that in some cases it will depend on the Ministry of Finances the decision 

to provide some services and to issue the relevant authorization for its provision.

Second, the Law pursues to harmonize exclusive competences of the Autonomous Communities. For instance, 

the Law allocates the competences regarding social services to the Autonomous Communities and sets aside 

the municipalities which only can exercise by delegation these kinds of competences. Moreover, this harmoni-

zation is visible in the conditions imposed by the Law to the sectorial legislator (especially to the legislator of 

the Autonomous Community) in relation to the possibilities of allocating competences in favor of municipali-

ties.

Keywords: improper competences; effective cost; control of opportunity; harmonization; hierarchy of municipal compe-

tences; sectorial legislator and its allocation of municipal competences. 

1. Contenido del trabajo

Este trabajo trata dos puntos:
1– El impacto de la Ley sobre la autonomía local: 
1.1 La Ley supone una clara reducción del núcleo 

esencial correspondiente a la autonomía municipal. Las 
bases estatales disminuyen el mínimo constitucional-
mente garantizado a los municipios, suprimiendo ma-

terias sobre las que los legisladores sectoriales deberán 
asignarles competencias. La cláusula general de com-
petencias experimenta también una notable restric-
ción, al tiempo que se deroga el artículo 28 de la primi-
tiva LRBRL, sobre competencias complementarias.

1.2 Se establece una clasificación de competencias 
donde han desaparecido las competencias impropias, 
pero el artículo 7.4 condiciona el ejercicio de compe-
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tencias distintas de las propias o delegadas al cumpli-
miento de una serie de requisitos, lo que implica otra 
evidente limitación de la autonomía municipal.

1.3 Coste estándar y coste efectivo. La más impor-
tante novedad de las distintas versiones de Antepro-
yecto, el coste estándar, ha caído de la Ley; igualmente 
los decisivos efectos jurídicos sobre la prestación de 
servicios municipales y competencias provinciales, así 
como el cálculo de las competencias impropias o el 
traslado de medios y personal en los traspasos de com-
petencias. Ahora bien, de forma menos abierta, pero 
con indiscutibles consecuencias para la autonomía mu-
nicipal, la Ley contempla el coste efectivo. A pesar de 
las innegables diferencias entre ambos costes, mantie-
nen una similitud: tanto uno como otro impiden a los 
municipios ordenar y gestionar la prestación de servi-
cios conforme a la opción política más conveniente. Si 
el coste estándar obligaba a una evaluación de los ser-
vicios, y, en el caso de resultado negativo, eran asumi-
dos por la diputación, el coste efectivo se alza como la 
referencia para que el municipio recupere la presta-
ción, si lo hace a un coste efectivo menor que el gene-
rado por la forma de gestión decidida por la diputa-
ción. El municipio debe hacer la solicitud, y la diputación 
acreditarla en un informe. La competencia correspon-
de a la provincia, mientras que los municipios asumen 
la carga de la prueba porque, de entrada, están aque-
jados de presunción de incompetencia.

1.4 Competencias provinciales. En el Anteproyecto 
de 24 de mayo la provincia podía asumir las compe-
tencias para prestar servicios municipales cuando con-
currieran una serie de factores en relación con las eco-
nomías de escala, insuficiencia del ámbito municipal, 
baja capacidad de gestión…, en parte o en todo el 
territorio provincial. No estaba claro si la decisión que-
daba a la iniciativa de la diputación, pero –a pesar de 
la deficiente redacción– parecía evidente que era una 
decisión provincial. Las competencias provinciales 
también se incrementaban cuando los municipios no 
estuvieran en condiciones de prestar los servicios obli-
gatorios conforme a coste estándar. Estos preceptos 
tampoco se mantienen en la Ley, pero no cabe subes-
timar que si en los anteproyectos, bien por propia ini-
ciativa, bien por evaluación negativa de los munici-
pios, la provincia aumentaba sus competencias, en la 
Ley recibe la atribución para la prestación directa de 
varios servicios (recogida de residuos; limpieza viaria; 
abastecimiento domiciliario de agua potable; acceso a 
los núcleos de población; pavimentación de las vías, y 
tratamiento de residuos). 

1.5 Para la prestación de estos servicios la diputa-
ción, con la conformidad de los municipios, hará una 
propuesta al Ministerio de Hacienda sobre la forma de 
prestación (directa, compartida, consorciada o manco-
munada). El Ministerio decidirá, contando con el infor-
me preceptivo de la comunidad autónoma y teniendo 
en cuenta la reducción de los costes efectivos, sobre la 
conveniencia de la propuesta presentada. Esta disposi-
ción implica un menoscabo de la autonomía provincial, 
desposeyendo a la diputación de las facultades de go-
bierno y administración reconocidas en el artículo 141 
CE, y sometiéndola a subordinación jerárquica. La pro-
vincia pierde su condición de entidad local autónoma y 
se degrada a órgano desconcentrado del Ministerio, es 
decir, a división territorial para el cumplimiento de los 
fines del Estado.

1.6 Tanto los municipios como las provincias pierden 
la dirección política, la capacidad para ordenar y gestio-
nar una parte importante de los asuntos públicos. 

2– El impacto sobre las competencias autonómicas: 
la Ley impide a las comunidades autónomas asignar a 
los municipios, como propias, competencias sobre 
educación, salud y, sobre todo, servicios sociales.

2.1  Las bases estatales no fijan un mínimo en ga-
rantía de la autonomía municipal, sino un máximo que 
las comunidades autónomas no pueden ampliar. La 
normativa básica no delimita en negativo las compe-
tencias autonómicas, sino que las define en positivo.

2.2  El Estado no solo incurre en inconstitucionali-
dad por exceder su competencia la regulación de las 
bases y ocupar el espacio reservado al legislador auto-
nómico; incurre en inconstitucionalidad por imponer a 
las comunidades autónomas un determinado ejercicio 
de una competencia de su exclusiva titularidad.

2.3  La Ley adopta un contenido armonizador pro-
pio del procedimiento y las exigencias previstas en el 
artículo 150.3 CE.

2.4  Lo más preocupante de este punto es el aval 
recibido del Consejo de Estado, que ha considerado el 
mínimo de la legislación básica como un máximo im-
puesto a las comunidades autónomas; por ejemplo, el 
legislador de servicios personales no podrá asignar 
competencias propias a los municipios sobre servicios 
sociales comunitarios.

2. Reflexión preliminar

A continuación se analizan y valoran cada uno de los 
puntos anteriores. Conviene, de forma preliminar, 
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sentar el sentido de la reforma: sacrificio de la demo-
cracia en aras del refuerzo de la eficiencia, renuncian-
do a la ponderación entre ambos principios, con el fin 
de alcanzar un equilibrio entre ellos. Ni la democracia 
debe llegar a tales cotas que la prestación de servicios 
incurra en ineficiencia injustificada, ni la eficiencia im-
poner sus exigencias en detrimento de la diversidad y 
el pluralismo. Cuando se erigen en criterios de distri-
bución de competencias y en fundamento del princi-
pio de subsidiariedad la capacidad de gestión y la na-
turaleza de la actividad o de la materia, en relación 
con los de descentralización y proximidad, es necesa-
rio sopesar ambos criterios. La Ley abiertamente opta 
por la salvaguardia de la eficiencia, concediendo rele-
vancia a la uniformidad centralizadora a través de ins-
trumentos como el coste efectivo (en las diferentes 
versiones del Anteproyecto, el coste estándar). Poco 
sentido tiene la tentación centralizadora en una socie-
dad del conocimiento donde el saber se halla disper-
so, repartido en multitud de instancias públicas (dife-
rentes niveles de Gobierno), privadas (empresariales), 
altruistas (sin ánimo de lucro); el concepto de gober-
nanza alude precisamente a la necesidad de favorecer 
la coordinación de organizaciones formalmente autó-
nomas pero funcionalmente interdependientes, en 
lugar de confiar a una sola instancia, el Gobierno cen-
tral, la imposición al resto. 

Tomemos como ejemplo los servicios personales. 
Sin perjuicio de volver en su momento sobre el tema, 
veamos ahora el contraste entre la tecnocracia preten-
dida por la Ley y la democracia auspiciada por los esta-
tutos de autonomía de segunda generación, singular-
mente el Estatuto de Cataluña y las leyes de desarrollo 
estatutario.

La Ley 12/2007, de 11 de octubre, de Servicios So-
ciales de Cataluña, prevé en el artículo 54 la creación 
de Consejos Municipales de Servicios Sociales, que de-
berán estar integrados por representantes locales, de 
los usuarios, de las entidades representativas de los in-
tereses ciudadanos, empresariales, sindicales y profe-
sionales, de las mujeres y de las entidades de iniciativa 
social de su ámbito territorial (apartado 5). El artículo 
56 regula un proceso de participación ciudadana para 
la planificación, gestión y evaluación de los servicios 
sociales. El contraste con la reforma introducida por la 
Ley es evidente, los municipios ven rebajadas sus com-
petencias mínimas a las funciones de “Evaluación e 
información de situaciones de necesidad social y la 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de 
exclusión social”. 

Como más adelante se estudiará detenidamente, el 
legislador autonómico deberá asumir las competencias 
sobre servicios sociales ejercidas hasta ahora por los 
municipios, y solo podrá asignárselas como delegadas. 
Es decir, el legislador estatal priva a las instancias más 
cercanas de competencias propias, procede a su cen-
tralización en las comunidades autónomas, y solo per-
mite la delegación con el consiguiente control de opor-
tunidad sobre los municipios. 

La regulación de la delegación en la Ley ofrece una 
versión particularmente lesiva para la autonomía muni-
cipal en comparación con la normativa anterior. En la 
redacción anterior del artículo 27.1 de la Ley 7/1985 
(LRBRL), la delegación se acordaba “en materias que 
afecten a sus intereses propios”, con el fin de mejorar 
“la eficacia de la gestión pública y se alcance una ma-
yor participación ciudadana”. En sentido análogo a la 
atribución de competencias propias, la delegación to-
maba como referencia los principios de eficacia y des-
centralización. Sin embargo, la Ley concibe la delega-
ción no tanto como una vía de ampliación del poder de 
decisión municipal, sino como un instrumento para la 
reducción de costes en el ejercicio de competencias au-
tonómicas y estatales:

“Con el objeto de evitar duplicidades administrati-
vas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y 
el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los 
procesos de racionalización administrativa, generando 
un ahorro neto de recursos, la Administración del Esta-
do y las de las Comunidades Autónomas podrán dele-
gar, siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las 
siguientes competencias: […]”.

Atendiendo a lo que acaba de exponerse, el trabajo 
gira en torno a dos puntos:

1.º) Inconstitucionalidad por menoscabo de la au-
tonomía municipal y provincial, en la medida en que 
ayuntamientos y diputaciones quedan privados de las 
facultades, constitucionalmente reconocidas, de go-
bierno y administración de municipios y provincias.

2.º) Inconstitucionalidad por el carácter armoniza-
dor de la legislación estatal, fraudulentamente encu-
bierta como legislación básica, donde las supuestas 
bases estatales no solo exceden su ámbito de estable-
cimiento de mínimos, sino que imponen máximos a los 
legisladores autonómicos en ámbitos de su exclusiva 
competencia; no usurpan la titularidad de la compe-
tencia autonómica, pero limitan su libre ejercicio (en el 
caso que nos ocupa, la asignación de competencias 
propias a los municipios).

Analicemos el primero de los puntos.
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3. Menoscabo de la autonomía municipal

3.1. Indistinción entre competencias propias 
y servicios obligatorios

Para la cabal comprensión de que la Ley infringe la au-
tonomía política de los municipios, resulta necesario 
analizar una premisa fundamental: una buena parte de 
las materias enumeradas en el artículo 25.2 de la  
LRBRL –donde los legisladores sectoriales, estatal y au-
tonómico, atendiendo a la distribución constitucional 
de competencias, deberán asignar competencias a los 
municipios– coinciden con los servicios obligatorios fi-
jados en el artículo 26.

A pesar del diferente régimen jurídico de una com-
petencia (funciones sobre materias) y de un servicio 
obligatorio (derecho subjetivo de los vecinos a la exi-
gencia de su prestación), los servicios obligatorios del 
artículo 26 se han considerado el mínimo de las com-
petencias municipales. No obstante el término impera-
tivo empleado por la Ley –los municipios “deberán 
prestar”– y el derecho recogido en el artículo 18.1.g), 
que faculta al vecino a exigir la prestación, los munici-
pios han dispuesto de las funciones propias de una 
competencia, ordenación y gestión, en la prestación de 
servicios, hasta el punto de equiparar servicios y com-
petencias. De esta manera, el ámbito competencial de 
los municipios ha girado en torno a tres dimensiones:

a) el mínimo de prestación de servicios obligatorios;
b) las competencias propias o delegadas por el Es-

tado y las comunidades autónomas; y
c) la cláusula general de competencias.
Por otra parte, la normativa vigente no distingue si 

el legislador sectorial, en las materias del artículo 25.2, 
debe asignar las competencias en calidad de propias, o 
puede, libremente, hacerlo como delegadas. Ante este 
interrogante, se ha hecho una interpretación convin-
cente sobre la contradicción que supondría caracteri-
zar las competencias provinciales de coordinación para 
la prestación integral de servicios en garantía del equi-
librio intermunicipal, si hubiera de proyectarse sobre 
competencias delegadas por las comunidades autóno-
mas con reserva de control de oportunidad y sujeción 
a directrices. La conclusión es obvia: al menos en las 
materias donde los municipios prestan servicios obliga-
torios, lo hacen bajo el título de competencias propias, 
que el legislador autonómico puede aumentar pero no 
disminuir.

Más allá de la desorientación jurídica provocada 
por la confusión entre competencias y servicios, lo re-

levante políticamente ha sido que las reivindicaciones 
del municipalismo se han planteado con análoga des-
orientación: todas las competencias que no coincidían 
con la prestación de servicios obligatorios, se conside-
raban competencias impropias, y la financiación a ellas 
destinada, gastos de suplencia. Irónicamente, el legis-
lador estatal hizo suyo, y en buena medida mantiene, 
este planteamiento, al catalogar como impropias las 
competencias que no estuvieran asignadas como pro-
pias o delegadas por los legisladores correspondientes. 
En la redacción del artículo 7.4 de las diferentes versio-
nes del Anteproyecto las competencias impropias apa-
recían concebidas como una situación excepcional, 
que requería el cumplimiento de la regla: el ejercicio, 
conforme a criterios de sostenibilidad, de las compe-
tencias propias o delegadas.

3.1.1. Diferencias y similitudes entre coste es-
tándar y coste efectivo en la prestación de 
servicios municipales

La novedad más radical de la reforma era el estableci-
miento del coste estándar. Pese a la indefinición del con-
cepto y la deslegalización en su regulación, el coste es-
tándar se erigía en la piedra angular del Anteproyecto. 
Se fijaba por real decreto, y su incumplimiento implicaba 
para el municipio la pérdida de la competencia en la 
prestación del servicio y su traslado a la provincia. Igual-
mente se convertía en referencia para el ejercicio de 
competencias impropias y en la delegación de compe-
tencias, así como en el traspaso de competencias de los 
municipios a las comunidades autónomas. El Consejo 
de Estado advirtió la deficiente configuración de un pa-
rámetro de tanta trascendencia, pero sobre todo cues-
tionó su constitucionalidad, toda vez que impedía a los 
municipios autonomía para la prestación de servicios:

“[…] tal autonomía […] lleva implícita la capacidad 
de cada Municipio de adoptar las decisiones que esti-
me oportunas para la configuración de su sistema de 
prestación de servicios y la definición de los estándares 
de calidad de los servicios, así como la de calcular y 
distribuir los costes inherentes a tal prestación”.

Lo relevante de la argumentación seguida en el dic-
tamen es la consideración del coste estándar como ex-
presión de la autonomía municipal. Que haya una, tres 
o cinco líneas de autobuses, o que la gestión de las 
instalaciones deportivas prime la práctica de un depor-
te sobre otro o conceda más peso a personas mayores 
que a jóvenes, responde a las prioridades fijadas por el 
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equipo de gobierno en respuesta a las demandas o rei-
vindicaciones vecinales o como propuesta política que, 
en última instancia, premiará o castigará el electorado 
con el sufragio. Es más, las competencias municipales 
para la prestación de servicios públicos no reducen su 
radio de acción a las diferentes opciones de prestar 
cada servicio, sino que lo extienden a discriminar la 
asignación de recursos y la prelación temporal entre 
ellos; por ejemplo, un ayuntamiento adjudicará más 
fondos y dará más urgencia al servicio de atención do-
miciliaria a personas mayores que a la diversidad en la 
práctica deportiva.

Competencias propias y financiación incondiciona-
da constituyen los rasgos más genuinos de la autono-
mía política. La facultad de ordenar y gestionar asuntos 
públicos bajo la propia responsabilidad exige asignar 
libremente los recursos económicos entre las diferentes 
alternativas. Si el municipio ve constreñido su ámbito 
de decisión al cumplimiento de un parámetro fijado 
reglamentariamente, pierde la capacidad de dirección 
política. Pocas dudas caben al Consejo de Estado:

“[…] exigir que cada servicio se presta sin rebasar 
un determinado umbral (coste estándar) y someterlo a 
una evaluación orientada a determinar que no hay al-
ternativas menos costosas desde el punto de vista de 
economías de escala puede perturbar el sistema de 
asignación de competencias e interferir en la autono-
mía municipal de tal modo que su efectividad queda 
precarizada como consecuencia de estar permanente-
mente sometida a cuestión, cuando no diluida o seria-
mente comprometida”.

De la Ley ha desaparecido el coste estándar, pero 
aparece el coste efectivo. El artículo 116 ter de la  
LRBRL, en su apartado 2, señala:

“El cálculo del coste efectivo de los servicios tendrá 
en cuenta los costes reales directos e indirectos de los 
servicios conforme a los datos de ejecución de gastos 
mencionados en el apartado anterior: Por Orden del 
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se 
desarrollarán estos criterios de cálculo”.

A diferencia del coste estándar, el coste efectivo no 
es un parámetro previamente fijado conforme a unas 
variables determinadas (población y superficie), sino el 
resultado de aplicar un cálculo. Sin embargo, el coste 
efectivo será el criterio, como el coste estándar, para 
prestar o no servicios, a juzgar por lo dispuesto en el 
apartado 2 in fine del artículo 26:

“Cuando la Diputación o entidad equivalente acre-
dite en un informe, a petición del municipio, que este 
puede prestar estos servicios con un coste efectivo me-

nor que el derivado de la forma de gestión decidida 
por la Diputación provincial o entidad equivalente, el 
municipio podrá asumir la prestación y coordinación 
de estos servicios”. 

En el Anteproyecto la prestación de un servicio en 
municipios menores de veinte mil habitantes corres-
pondía al municipio, con la condición de cumplir lo es-
tipulado en el coste estándar; en la Ley la prestación de 
determinados servicios se atribuye a la provincia, te-
niendo la carga de la prueba el municipio si desea su 
recuperación. En efecto, el artículo 26.1 prescribe la 
prestación obligatoria de servicios según tramos de po-
blación, pero en el apartado 2 señala: 

“En los municipios con población inferior a 20.000 
habitantes será la Diputación provincial o entidad equi-
valente la que coordinará la prestación de los siguien-
tes servicios: 

“a) Recogida de residuos.
“b) Limpieza viaria.
“c) Abastecimiento domiciliario de agua potable.
“d) Acceso a los núcleos de población.
“e) Pavimentación de las vías.
“f) Tratamiento de residuos”.
El coste efectivo, según el cálculo establecido por 

orden ministerial, se convierte en criterio para que los 
municipios no ya, como en el coste estándar, manten-
gan o pierdan la competencia para la prestación del 
servicio, sino que la recuperen si lo hacen a un coste 
menor que la provincia y si cuentan con el informe fa-
vorable de la diputación.

Es cierto que el coste estándar degradaba a los mu-
nicipios a meros aplicadores, sujetos además a la provi-
sionalidad e incertidumbre de una evaluación positiva, 
mientras que el coste efectivo no priva a los municipios 
de competencia, pero sí aparece como condición para 
recuperar la prestación del servicio cuando, comparati-
vamente, puedan hacerlo a menor coste que la diputa-
ción. A pesar de estas cualitativas diferencias no cabe 
subestimar la pervivencia de las objeciones formuladas 
por el Consejo de Estado para el coste estándar. En el 
Anteproyecto todos los servicios en municipios con 
menos de veinte mil habitantes debían cumplir el coste 
estándar, y de no cumplirlo pasaban a prestación pro-
vincial; en la Ley, de entrada, estos municipios pierden 
la prestación de determinados servicios asignados a la 
provincia. El municipio queda desposeído de un núme-
ro importante de servicios y de la consiguiente compe-
tencia para su ordenación y gestión.

En sentido análogo a la disminución del elenco de 
materias del artículo 25.2, se podría considerar la re-
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ducción del número de servicios mínimos en determi-
nados municipios (con población inferior a veinte mil 
habitantes), como la configuración legal del mínimo, 
constitucionalmente garantizado, establecido por el 
legislador básico. Ahora bien, como señala el Consejo 
de Estado para el coste estándar, la supresión de ma-
terias y la eliminación de servicios pueden incidir ne-
gativamente en el desenvolvimiento efectivo de la au-
tonomía municipal, y en última instancia restringir 
excesivamente el ámbito competencial integrante del 
núcleo esencial garantizado por la Constitución. El 
tratamiento doctrinal y la aplicación jurisprudencial 
del concepto de garantía institucional, no consiguen 
acotar la indeterminación de la imagen socialmente 
reconocible de una institución para extraer criterios 
jurídicos claros que pongan en evidencia la lesión de la 
autonomía municipal. Solo en el caso extremo de la 
supresión de la provincia pudo el Tribunal Constitucio-
nal fundamentar la sentencia en el menoscabo de la 
garantía institucional, pero, a partir de ahí, el razona-
miento se vuelve más problemático. 

No obstante la dificultad para determinar el míni-
mo, parece indudable que un municipio despojado de 
las competencias sobre recogida de basuras, limpieza 
viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, 
acceso a núcleos de población, pavimentación de las 
vías y tratamiento de residuos, al tiempo que vedado 
para la asignación como propias de competencias en 
servicios sociales, aparece como irreconocible social-
mente. Singularmente municipios con población infe-
rior a cinco mil habitantes, que pierden, a favor de la 
diputación, la competencia de todos los servicios míni-
mos reconocidos hasta ahora, con excepción de ce-
menterios y alcantarillado.

Cabe otra interpretación de la nueva redacción del 
artículo 26. Cuando se atribuye a la diputación la 
coordinación en términos imperativos (“será la Dipu-
tación provincial […] la que coordinará la prestación 
de los siguientes servicios: […]”), ha de entenderse 
según lo dispuesto a continuación: “Para coordinar la 
citada prestación de servicios la Diputación propon-
drá, con la conformidad de los municipios afectados, 
al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
la forma de prestación”. La duda que suscita esta re-
dacción es si la anuencia municipal se reduce a la de-
terminación de la forma de prestación o es una condi-
ción necesaria para la misma coordinación. Otro 
problema surge de la contradicción entre el carácter 
impositivo de la coordinación y la conformidad propia 
de la naturaleza voluntaria de la cooperación. Incluso 

llevando el razonamiento al límite: si la conformidad 

es la de todos los municipios afectados significaría la 

capacidad de veto que solo uno de ellos podría opo-

ner, hasta el punto de que en ausencia de unanimidad 

la coordinación sería inviable.

Este es un punto surgido de una profunda modifi-

cación para evitar los equívocos apuntados. Si se trae a 

colación es porque la autorización ministerial sobre la 

forma de prestación tendrá como objetivo la reducción 

de los costes efectivos.

Igualmente el coste efectivo aparece como el crite-

rio para determinadas funciones de la diputación, aun-

que, como en el caso anterior, la regulación sea poco 

clara, incluso contradictoria. Por ejemplo, el artículo 

36.1.h) señala como competencia de la diputación el 

seguimiento de los costes efectivos de los servicios 

prestados por los municipios de su provincia. A tal fin, 

si detecta que la prestación municipal se hace a coste 

efectivo mayor que la prestación provincial, ofrecerá 

colaboración a los municipios para una gestión coordi-

nada para reducir los costes. Se trata de una función 

asistencial puesta a disposición de los municipios; sin 

embargo, la misma situación recibe un tratamiento ju-

rídico diferente cuando la diputación, para hacer efec-

tivas las funciones de coordinación, asistencia y coope-

ración, debe elaborar un plan de obras y servicios:

“Cuando la Diputación detecte que los costes efec-

tivos de los servicios prestados por los municipios son 

superiores a los de los servicios coordinados o presta-

dos por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de 

prestación unificada o supramunicipal para reducir sus 

costes efectivos”.

La perplejidad provocada por la comparación de 

ambos preceptos nace al constatar que el mismo he-

cho, la detección por la diputación de costes efectivos 

superiores en la prestación municipal de servicios en 

comparación con la prestación provincial, en un caso 

reviste la forma de ofrecimiento de colaboración, y en 

el otro, fórmulas de prestación unificada o supramuni-

cipal. Apurando la interpretación literal: el término 

“incluirá”, ¿supone decisión unilateral de la diputa-

ción para la prestación y consiguiente sustracción al 

municipio, o simplemente incentivo para que los mu-

nicipios se sumen a la gestión conjunta? Interrogante 

que exige una normativa más precisa en un tema fun-

damental.

Finalmente, el coste efectivo será un criterio para la 

subvención que el Estado o las comunidades autóno-

mas establezcan para la financiación del plan. 
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3.1.2. La supresión de las competencias im-
propias en la Ley y la latencia de sus efectos

La otra novedad del Anteproyecto era la noción de com-
petencia impropia. Se elevaba un concepto doctrinal y 
de pugna política a categoría jurídica para oponerlo a 
las competencias delegadas y, sobre todo, a las compe-
tencias propias. El apartado 4 del artículo 7 de las dife-
rentes versiones del Anteproyecto definía y regulaba las 
competencias impropias de la siguiente manera:

“Las entidades locales solo podrán ejercer compe-
tencias impropias, entendiendo por estas las distintas a 
las competencias propias y a las atribuidas por delega-
ción, […] cuando no se ponga en riesgo financiero la 
realización de las competencias propias, no haya dupli-
cidades con las competencias autonómicas, y se garan-
tice la sostenibilidad financiera de las nuevas compe-
tencias […]”.

Este precepto debía interpretarse según lo dispues-
to en la disposición transitoria novena, donde se fija-
ban las condiciones para la evaluación de las compe-
tencias impropias:

“Las competencias distintas de las previstas en los 
artículos 25.2 y 27 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Re-
guladora de las Bases del Régimen Local que hasta la 
entrada en vigor de esta Ley vinieran ejerciendo los 
Municipios solo podrán seguir ejerciéndolas si cumplen 
con lo previsto en el apartado 4 del artículo 7 de la Ley 
7/1985, […]”.

De la interpretación sistemática del artículo 7.4 y la 
disposición transitoria novena, la conclusión resultaba 
inequívoca: son competencias impropias todas las que 
no figuren en el listado establecido por el legislador bá-
sico o las no atribuidas como delegadas por el corres-
pondiente legislador sectorial, estatal y, sobre todo, 
autonómico. La crítica que merece esta equivocada re-
gulación igualmente resulta obvia. En primer lugar, el 
legislador estatal no atribuye competencias, sino que, 
en coherencia con la naturaleza de las bases, enumera 
una serie de materias donde Estado y comunidades au-
tónomas, según la distribución constitucional de com-
petencias, deben asignar competencias a los munici-
pios. En segundo lugar, el listado de materias es un 
mínimo que las comunidades autónomas deben obser-
var, pero nada impide que puedan ampliarlo con la in-
clusión de nuevas materias. Como veremos en la se-
gunda parte de este trabajo el legislador básico 
pretendía, al calificar de impropias todas las competen-
cias que no tuvieran como referencia el artículo 25.2, 
que lo básico actuara como un máximo y que, en con-

secuencia, las comunidades autónomas solo pudieran 
atribuir como propias a los municipios competencias en 
materias distintas a las del artículo 25.2, si cumplían las 
estrictas exigencias del coste estándar y garantizaban la 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

De la Ley ha caído también la expresa calificación 
como impropia de una competencia, y ha desapareci-
do la aclaración de la disposición transitoria novena, 
pero sobrevuela la noción de competencia impropia y 
la restricción de lo que debe entenderse como compe-
tencia propia asignada por un legislador sectorial. La 
nueva redacción dice lo siguiente:

“Las Entidades Locales solo podrán ejercer compe-
tencias distintas de las propias y de las atribuidas por 
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibi-
lidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal, 
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera 
[…]”.

¿Hay alguna diferencia entre competencias impro-
pias y competencias distintas de las propias? ¿La supre-
sión de la explícita asimilación entre competencias pro-
pias y el listado del artículo 25.2, significa que el 
legislador sectorial puede atribuir como propias a los 
municipios competencias en materias distintas de las allí 
enumeradas? La respuesta al interrogante obliga a repa-
rar en una incoherencia: el contenido armonizador del 
Anteproyecto quedaba patente cuando el legislador bá-
sico enumeraba en el artículo 25.2 un techo que las co-
munidades autónomas no podían romper, en lugar de 
un suelo sobre el que construir. El sentido de un listado 
no de materias, sino de auténticas competencias muni-
cipales, tenía la pretensión de acotar en la enumeración 
las competencias propias de los municipios; las que reci-
bieran de las comunidades autónomas a través de sus 
legisladores sectoriales tendrían el carácter de impropias 
y, por tanto, sujetas a las restricciones del artículo 7.4. Al 
suprimir la disposición transitoria novena y ampliar el 
concepto de competencias propias a las que las comuni-
dades autónomas puedan asignar, carece de sentido 
mantener el artículo 25.2 en los mismos términos, ya 
que no figuran allí materias genéricas que el legislador 
autonómico singularice, amplíe o mejore, sino precisas 
funciones y específicas materias, es decir, competencias, 
en este caso mínimas, atribuidas por el legislador básico 
a los municipios, con el riesgo de inconstitucionalidad 
de haber dispuesto de materias de la exclusiva compe-
tencia autonómica. 

Aunque el coste estándar no figura en la Ley, tam-
bién mantienen sentido las salvedades advertidas por 
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el Consejo de Estado sobre el exceso de la reforma con 
respecto al espíritu de la Ley Orgánica 2/2012. El dicta-
men reconviene la idoneidad del coste estándar para 
alcanzar los objetivos en el cumplimiento de las obliga-
ciones requeridas por la estabilidad presupuestaria y la 
sostenibilidad financiera. La reforma del artículo 135 
de la Constitución y su desarrollo en la mencionada Ley 
orgánica toman como referencia la hacienda municipal 
en su conjunto, mientras que el Anteproyecto, como la 
Ley, singulariza en la prestación de cada servicio la con-
currencia de los criterios de estabilidad y sostenibilidad. 
El apercibimiento del Consejo recuerda que la Ley 
2/2012 exige el cumplimiento de objetivos, pero deja 
libertad en los medios para conseguirlos, de tal forma 
que los municipios disponen de margen para, política-
mente, ordenar y gestionar los servicios en su conjun-
to. Teniendo en cuenta que del cumplimiento del coste 
estándar dependía la conservación de una competen-
cia por el municipio o su traslado a la diputación, el 
Consejo prevenía de sus eventuales consecuencias:

“[…] podría llegar a suponer, en la práctica, la obli-
gada traslación de una o varias competencias munici-
pales concretas, por superar la prestación de los corres-
pondientes servicios el coste estándar, incluso en el 
caso de que, valorada en conjunto, la situación finan-
ciera de ese Ayuntamiento se adecuase a los objetivos 
de estabilidad y sostenibilidad previstos en la Ley Orgá-
nica 2/2012”.

La modificación introducida por la Ley con respecto 
al Anteproyecto ha sido sustituir el coste estándar por el 
coste efectivo, y convertir este último en referencia, no 
para conservar o perder la competencia en la prestación 
de un servicio, sino para recuperarla si, comparativa-
mente, el coste efectivo de la provisión municipal es me-
nor que el de la provincial. Pero, igualmente que en el 
coste estándar, el coste efectivo opera sobre cada servi-
cio, no sobre el conjunto de los servicios; así, los efectos 
negativos del coste estándar para mantener la presta-
ción de un servicio específico tienen continuidad en los 
provocados por el coste efectivo para recuperarlo.

3.2. Menoscabo de la autonomía provincial

3.2.1. La provincia: de entidad local a división 
territorial para el cumplimiento de las activi-
dades del Estado

Tanto en el Anteproyecto como en la Ley, la provincia 
ve reforzadas sus competencias. Esta constatación, sin 

embargo, exige una consideración previa. De la doble 
dimensión constitucional de la provincia, como entidad 
local y como división territorial para el cumplimiento 
de los fines del Estado, la Ley sobrepone la segunda a 
la primera en línea con el tono centralizador y unifor-
mista: sacrifica el lado político y democrático de la pro-
vincia, como agrupación de municipios y en garantía 
de la autonomía municipal, al logro de un coste efecti-
vo menor, convirtiéndola en Administración periférica 
de la Administración estatal. La expresión en la Ley de 
esta idea es:

“Para coordinar la citada prestación de servicios la 
Diputación propondrá, con la conformidad de los mu-
nicipios afectados, al Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas la forma de prestación, consisten-
te en la prestación directa por la Diputación o la 
implantación de fórmulas de gestión compartida a tra-
vés de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. 
Para reducir los costes efectivos de los servicios el men-
cionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formu-
lada que deberá contar con el informe preceptivo de la 
Comunidad Autónoma si es la Administración que 
ejerce la tutela financiera”. 

Teniendo en cuenta que “la citada prestación de 
servicios” afecta con mayor o menor intensidad a más 
del noventa por ciento de los municipios españoles y, 
en el caso de los municipios con población inferior a 
cinco mil habitantes, a todos los servicios obligatorios 
(excepto cementerio y alcantarillado), no parece exa-
gerado afirmar que las funciones de asistencia y apoyo 
dejan de integrar el núcleo esencial de la autonomía 
provincial. La gestión para la prestación de los servicios 
de recogida de residuos; limpieza viaria; abastecimien-
to domiciliario de agua potable; acceso a los núcleos 
de población; pavimentación de las vías y tratamiento 
de residuos, salen de las materias de competencia mu-
nicipal, y, en consecuencia, las competencias funciona-
les de la provincia para la asistencia a pequeños muni-
cipios también desaparecen, para quedar sujetas a la 
ejecución desconcentrada de las decisiones adoptadas 
en el Ministerio de Hacienda.

El artículo 141 CE confiere a la diputación el gobier-
no y la administración de la provincia. Estas atribucio-
nes constitucionales las concreta la LRBRL en dos com-
petencias funcionales, la coordinación de los servicios 
municipales para su prestación integral y equilibrio in-
termunicipal y la cooperación y asistencia, principal-
mente dirigida a municipios con baja capacidad de 
gestión, y una eventual competencia material: la pres-
tación de servicios de carácter supramunicipal. El Tribu-
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nal Constitucional identificó el mínimo de autonomía 
provincial con las funciones de cooperación y asisten-
cia y la autonomía en el gasto para dar soporte econó-
mico a estas funciones. Significativamente no extendió 
el núcleo esencial a la coordinación para la prestación 
integral de servicios ni a la que pudiera considerarse su 
continuidad gradual: la prestación de servicios de ca-
rácter supramunicipal. Aun así, las competencias sobre 
asistencia permiten a la provincia la elaboración de pla-
nes y programas que no se reducen a la respuesta ante 
solicitudes municipales, sino que le conceden iniciativa 
suficiente para formular políticas con visión intermuni-
cipal.

3.2.2. Simultaneidad contradictoria: la pro-
vincia asiste y suplanta, por el mismo motivo 
–baja capacidad de gestión–, a los municipios

El problema, tanto en la Ley como en los diferentes 
anteproyectos, ha sido incurrir en una clamorosa con-
tradicción: como entidad local la provincia debe asistir 
a los municipios con poca capacidad de gestión, singu-
larmente en la prestación de servicios obligatorios (mí-
nimos), pero simultáneamente, como división territo-
rial para el cumplimiento de los fines del Estado, su-
plantarlos; en el caso del coste estándar, por no cum-
plirlo, y en el del coste efectivo, por presumir que los 
prestará a un coste menor. Esta presunción, en contra-
punto, penaliza al municipio, porque, para deshacerla, 
deberá demostrar una prestación a menor coste efecti-
vo. La aporía entre la oposición de ambas funciones, 
asistencia y suplantación, se refleja en una regulación 
yuxtapuesta; a las competencias de coordinación, coo-
peración y asistencia, sin solución de continuidad, se 
añade la atribución de competencias materiales para la 
prestación de determinados servicios que, por otra par-
te, el artículo 26 sigue asignando a los municipios. 

En buena lógica, si una provincia ejerce adecuada-
mente sus competencias de asistencia se entiende mal 
que los municipios pierdan sus competencias y las reci-
ba, precisamente, la provincia. La contradicción resul-
taba más evidente en el coste estándar, pues el incum-
plimiento de sus requisitos podía deberse, entre otras 
razones, a una deficiente asistencia provincial, pero 
también a la regulación adoptada por la Ley: la directa 
atribución de la prestación a la provincia presumiendo 
la incapacidad municipal, cuando la asistencia presu-
pone y se justifica por la baja capacidad de gestión en 
pequeños municipios.

El resultado de yuxtaponer asistencia y suplanta-
ción de los municipios es la perplejidad que suscita el 
cuándo, cómo y en qué situaciones asistirá la provincia 
a municipios de menos de veinte mil habitantes en la 
prestación de los servicios que la Ley directamente le 
atribuye.

3.2.3. Servicios supramunicipales: competen-
cia material de la provincia; provisión provin-
cial directa de servicios a los vecinos

Otro punto controvertido es la prestación de servicios 
supramunicipales, que la Ley incluye, junto a las fun-
ciones de coordinación, cooperación y asistencia, en la 
elaboración del plan provincial de obras y servicios. De 
forma confusa en los anteproyectos se configuraba 
una supramunicipalidad definida por la diputación 
cuando apreciara las insuficiencias del ámbito munici-
pal, fuera porque la naturaleza de los servicios, la po-
blación o la sostenibilidad financiera no cubriera la 
prestación de los servicios a coste estándar, fuera por la 
incapacidad para alcanzar economías de escala. En la 
Ley se atribuye directamente la competencia a la pro-
vincia, pero pareciera que, al incluir en el plan la pres-
tación de servicios supramunicipales, hubiera de en-
tenderse que, implícitamente, el legislador básico reco-
nociera como competencia provincial la decisión, libre-
mente adoptada, de prestar unos servicios de titulari-
dad municipal. Para constatar la dificultad de asignar a 
la provincia la prestación de servicios supramunicipales, 
en realidad una competencia material ejercida directa-
mente sobre la población municipal, es conveniente la 
lectura del Capítulo III de la derogada Ley andaluza 
11/1987, que trataba de definir estos servicios en los 
siguientes términos:

“A los efectos de esta Ley, se consideran servicios 
públicos de carácter supramunicipal aquellos que, 
siendo de competencia de los municipios, se desarro-
llen por imperativo legal en un ámbito superior al mu-
nicipio o encuentren su organización en dicho ámbito, 
y en especial, los de recogida, tratamiento y aprove-
chamiento de residuos sólidos, ciclo hidráulico, mata-
deros, extinción de incendios y transporte de viajeros. 
Las Diputaciones Provinciales podrán prestar servicios 
de carácter supramunicipal mientras que los Ayunta-
mientos no los estén prestando”.

Aparte de la contrariedad de un servicio supramu-
nicipal no prestado por un municipio, lo que el precep-
to pone de manifiesto es la competencia del legislador 
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sectorial para determinar la prestación provincial de 
servicios. El Estatuto para Andalucía reitera de forma 
más clara que corresponde al legislador sectorial atri-
buir a la provincia la competencia para la prestación de 
servicios: “posible prestación de algunos servicios su-
pramunicipales en los términos y supuestos que esta-
blezca la legislación de la Comunidad Autónoma”.

El tema adquiere relevancia singular en el Estatuto 
para Cataluña. En principio las competencias son de 
titularidad municipal, pero, según el principio de dife-
renciación, genéricamente se prevé la asignación legal 
de la competencia a los Gobiernos locales. No lo deci-
de el ente intermedio unilateralmente porque, de ser 
así, significaría una desposesión arbitraria de la compe-
tencia municipal; lo hará la ley sectorial, como el Tribu-
nal Constitucional advirtiera, con razón suficiente, de 
forma puntual y salvaguardando la participación de los 
municipios.

Merece la pena señalar la modificación introducida 
por la Ley en la elaboración del plan provincial, aumen-
tando su extensión a la prestación de servicios de ca-
rácter supramunicipal:

“Cuando la Diputación detecte que los costes efec-
tivos de los servicios prestados por los municipios son 
superiores a los de los servicios coordinados o presta-
dos por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de 
prestación unificada o supramunicipal para reducir sus 
costes efectivos”.

¿Significa este precepto que la diputación tiene ini-
ciativa para despojar a un municipio de la prestación 
de un servicio, si comprueba que la prestación provin-
cial tiene un coste efectivo menor? Esta prerrogativa 
provincial presenta indudables semejanzas con la reco-
nocida en el Anteproyecto para la determinación de la 
ventaja de la provisión provincial, cuando el cumpli-
miento del coste estándar o las economías de escala 
revelaran la insuficiencia del ámbito municipal. 

3.2.4. Contradicciones en la elaboración del 
Plan Provincial de Obras y Servicios

En la apuntada contradicción entre asistencia y suplan-
tación hay que llamar la atención sobre otro punto 
conflictivo. Para hacer efectivas las competencias de 
coordinación, cooperación y asistencia (en la Ley tam-
bién la prestación de servicios supramunicipales), la 
provincia debe elaborar un plan en el que participarán 
los municipios. La Ley no explicita el contenido de ese 
derecho de participación, pero la jurisprudencia, fun-

damentalmente la del Tribunal Supremo, ha señalado 
que en las relaciones institucionales entre provincia y 
municipios prima la cooperación sobre la coordinación, 
la voluntariedad sobre la imposición, cuya articulación 
jurídica se traduce en la relevancia de la prioridad fijada 
por los municipios. La obra elegida por un ayuntamien-
to no puede ser desplazada por la decidida en la dipu-
tación. El estupor que provoca esta regulación en la 
Ley surge del contenido del plan provincial para los 
municipios menores de veinte mil habitantes, y espe-
cialmente en los menores de cinco mil habitantes. 
¿Cómo participarán los municipios en la planificación 
de servicios que el legislador atribuye a la directa pres-
tación provincial? De nuevo, ¿qué sentido tienen las 
competencias de asistencia cuando la provincia suplan-
ta a los municipios? ¿Cómo conjugar la titularidad de 
la competencia para la prestación de servicios a los mu-
nicipios y sin solución de continuidad asignársela a la 
provincia, condicionando la recuperación municipal a 
que demuestren la prestación del servicio a coste efec-
tivo inferior? ¿El aviso del Consejo de Estado sobre la 
precariedad y provisionalidad de la titularidad de la 
competencia municipal no adquiere mayor importan-
cia en este caso?

3.2.5. La Ley deshace la configuración cons-
titucional de la provincia como entidad local 
determinada por la agrupación de municipios

Por imperativo constitucional y estatutario, ni el Estado 
ni las comunidades autónomas encuentran municipios 
aislados, sino articulados en provincias, comarcas, man-
comunidades u otras formas de intermunicipalidad. La 
referencia en la asignación de competencias no es cada 
municipio, sino un sistema político local integrado por 
municipios y provincias, según la Constitución, y ade-
más comarcas, mancomunidades y otras formas de in-
termunicipalidad, según los estatutos de autonomía. Si 
un municipio carece de capacidad de gestión para el 
ejercicio de una competencia o la naturaleza de la acti-
vidad o la materia excedieran del ámbito municipal, la 
función del ente intermedio es aportar el valor añadido 
de las economías de escala, proporcionadas fundamen-
talmente por personal cualificado, a municipios que, 
por sí solos, no pueden ejercer la competencia de su 
titularidad. Es decir, la provincia garantiza el ejercicio de 
las competencias de titularidad municipal.

Significativamente, en el escrito de alegaciones de 
la FEMP al Anteproyecto se pedía que el ayuntamiento 
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no perdiera la competencia, solo cediera la gestión, es 
decir, el ejercicio. En coherencia con esta solicitud 
también se demandaba que las competencias tributa-
rias que la diputación asumiera redujeran su ámbito a 
la gestión, inspección y recaudación de las tasas y pre-
cios públicos que gravaran o pudieran gravar la pres-
tación de los servicios asumidos, quedando en manos 
de los ayuntamientos las relativas a la imposición y 
ordenación. 

Esta premisa que distingue la titularidad de la com-
petencia municipal y la garantía provincial de su ejerci-
cio remite a un concepto fundamental: entre munici-
pios y provincia (y otros entes intermedios) hay un 
interés local compartido; carece de fundamento la 
oposición de intereses municipales y provinciales, la 
provincia como agrupación de municipios no identifica 
materias de interés municipal frente a otras de interés 
provincial, sino que señala un solo interés local, discri-
minando diferentes funciones entre ambas entidades 
locales. La variable clave en este marco es el régimen 
jurídico de las relaciones institucionales entre provin-
cias y municipios, entre una entidad local básica, el 
municipio, y otras entidades derivadas y constituidas 
como agrupación de municipios.

El principio de un sistema político local obliga a re-
pensar los conceptos y términos concebidos para la 
relación entre diferentes niveles de Gobierno. 

El razonamiento del Tribunal Supremo ha observa-
do la definición efectuada por la jurisprudencia consti-
tucional sobre las relaciones interadministrativas: la 
coordinación como situación excepcional, una vez 
comprobada la inviabilidad de la cooperación, justa-
mente por el carácter coactivo de la primera sobre la 
voluntariedad de la segunda. A mi juicio ambos con-
ceptos no dan cuenta cumplida de las relaciones insti-
tucionales entre provincia y municipios. Concebidos 
para regular las relaciones entre diferentes niveles de 
Gobierno, se revelan inadecuados para caracterizar las 
propias de dos entidades que integran un mismo nivel 
de Gobierno, un sistema político local. 

Las relaciones institucionales entre provincias y mu-
nicipios han de armonizar dos factores: las prioridades 
políticas establecidas por los municipios como entida-
des locales primarias (básicas) y las competencias de 
asistencia de la provincia como entidad local derivada. 
Asumiendo que tanto ayuntamientos como diputacio-
nes ostentan facultades constitucionales de gobierno y 
administración, respectivamente, del municipio y la 
provincia, el objetivo es conceder eficacia jurídica a la 
prioridad municipal en el ejercicio de sus competencias 

o en la prestación de servicios, así como la salvaguarda 
de la asistencia provincial para la garantía de la presta-
ción integral de los servicios de titularidad municipal y 
del equilibrio intermunicipal. 

A esta finalidad ni la cooperación voluntaria ni la 
coordinación impuesta proporcionan criterio acertado.

La Ley rompe los canales de comunicación entre 
provincia y municipios. La yuxtaposición de la reforma 
con la vigencia de lo supuestamente reformado, ofre-
ce, como se ha tenido ocasión de exponer más arriba, 
un panorama jurídico plagado de contradicciones.

4. El contenido armonizador de la Ley

4.1. El legislador básico suprime competen-
cias municipales y las atribuye a las comu-
nidades autónomas en materia de sanidad, 
educación y servicios sociales

En relación con el concepto de competencias impro-
pias del Anteproyecto y de competencias distintas de 
las propias de la Ley, procede en esta segunda parte del 
trabajo el análisis y valoración de la supresión de las 
competencias municipales en materia de servicios so-
ciales (un tratamiento distinto corresponde a las mate-
rias de sanidad y educación) y su correlativa asignación 
a las comunidades autónomas.

La Ley deroga en materia de servicios sociales la 
“prestación” de los servicios y las funciones de “pro-
moción y reinserción social”, y las reduce a las de “eva-
luación e información de situaciones de necesidad so-
cial y la atención inmediata a personas en situación o 
riesgo de exclusión social”.

Los servicios sociales presentan un rasgo diferencial 
importante en la distribución de competencias entre el 
Estado y las comunidades autónomas, en sus respecti-
vas relaciones con las entidades locales. Mientras que 
sanidad y educación son materias sujetas a competen-
cias compartidas, asistencia social es una materia de 
exclusiva competencia autonómica (artículo 148.1.20 
CE). Más tarde se hará una breve reflexión sobre la 
controversia en la interpretación del artículo 2.2 de la 
LRBRL, y las problemáticas relaciones entre el legislador 
básico del régimen local y el resto de legisladores bási-
cos en lo relativo a competencias municipales; centre-
mos ahora la atención en la contraposición entre la le-
gislación hasta ahora vigente y la presentada en la Ley. 
Según el artículo 25.2.k) de la anterior LRBRL, el Estado 
y las comunidades autónomas, según la distribución 
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constitucional de competencias, debían atribuir a los 
municipios competencias sobre:

“Prestación de los servicios sociales y de promoción 
y reinserción social”.

En cambio, la Ley [(artículo 25.2.e)] reduce la ampli-
tud de estas materias a una concreta función de carác-
ter subsidiario, en realidad la facultad de emisión de un 
informe (más una carga que una competencia), y una 
función transitoria:

“Evaluación e información de situaciones de nece-
sidad social y la atención inmediata a personas en si-
tuación o riesgo de exclusión social”.

Otra diferencia importante en la materia de asisten-
cia social con respecto a las de sanidad y educación, es 
la configuración de los servicios sociales como servicio 
obligatorio en municipios con más de veinte mil habi-
tantes.

Mientras que en lo relativo a sanidad y educación la 
Ley elimina las materias e impone las competencias a 
las comunidades autónomas, en los servicios sociales 
señala una materia con tal grado de precisión que difí-
cilmente el legislador autonómico podrá entenderla 
como un mínimo; aquí la regulación básica es tan por-
menorizada que funciona como un máximo que exclu-
ye la posibilidad de un desarrollo o singularización au-
tonómicos. El objetivo de unas funciones atribuidas 
por el legislador de régimen local en una materia, no 
disponible por el legislador estatal sectorial, es evitar la 
atribución de competencias propias en servicios socia-
les a los municipios. Una finalidad indudable cuando la 
disposición transitoria segunda autoriza a las comuni-
dades autónomas a delegar competencias a los muni-
cipios sobre servicios sociales.

Como el Estado no dispone de competencias en 
servicios sociales, no puede invocar título competen-
cial directo para suprimir las competencias municipa-
les en la materia. Pero el artículo 149.1.1 CE solo 
faculta al Estado para garantizar condiciones genera-
les y mínimas del principio de igualdad en el acceso y 
disfrute de los servicios. En efecto, la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, invoca el título competencial del artí-
culo 149.1.1 CE. Sin embargo, la interpretación de 
esta competencia debe ser restrictiva, porque facul-
taría al Estado para dejar sin efectividad las compe-
tencias autonómicas. En cualquier caso, un título tan 
genérico y transversal no presta fundamento al Esta-
do para delimitar las competencias municipales en 
asistencia social.

Si el Estado carece de titularidad para suprimir com-
petencias municipales sobre servicios sociales, y no 
puede imponer a las comunidades autónomas la titula-
ridad de las competencias municipales suprimidas, 
aparece inequívoca la conclusión: las competencias 
municipales atribuidas por la legislación autonómica, 
estatutos y leyes de servicios sociales, no quedan afec-
tadas por las reformas introducidas en la Ley. De nuevo 
el legislador estatal sobre las bases del régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas incurre en inconstitu-
cionalidad, no solo por exceso de lo básico, sino tam-
bién por el contenido armonizador de la Ley.

4.2. El Estado, de garante de la autonomía 
local frente a las comunidades autónomas 
a guardián y vigilante para que los legisla-
dores sectoriales autonómicos o de régimen 
local no incrementen la autonomía municipal

Una vez estudiada la tesis más discutible de la Ley, me-
rece la pena volver la vista atrás para entender el giro 
copernicano experimentado por la autonomía local, 
singularmente la autonomía municipal. 

Ante la ausencia constitucional de un legislador so-
bre autonomía local, el Tribunal Constitucional, en la 
primera sentencia donde hubo de pronunciarse sobre 
un conflicto de competencias, recurrió a la elaboración 
doctrinal de la garantía institucional. La interpretación 
jurisprudencial de la garantía institucional no se limitó a 
perfilar el mínimo preservado y no disponible para el 
legislador, sino que lo erigió en criterio de distribución 
de competencias entre el Estado y las comunidades au-
tónomas en materia de régimen local. A este fin el Tri-
bunal relacionó los artículos 137, 140 y 141 CE con el 
forzado título competencial del Estado sobre el régi-
men jurídico de las Administraciones Públicas (149.1.18) 
para justificar que la Administración local no era una 
materia cualquiera, sino que su regulación se inscribía 
en la configuración de un modelo de Estado. De esta 
relación el Tribunal sacaba una conclusión extraordina-
riamente polémica: como el régimen local integraba un 
modelo de Estado, correspondía al Estado hacer efecti-
va la garantía institucional de municipios y provincias. 
Esta interpretación asimila dos conceptos diferencia-
bles: régimen local y autonomía local. Recurriendo a 
una distinción efectuada por el Tribunal, se podría decir 
que el Estado en sentido amplio se fundía con el Estado 
en sentido estricto a la hora de determinar las líneas 
maestras de la autonomía local.
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La consecuencia de esta posición jurisprudencial era 
que si el legislador de régimen local no podía conside-
rarse un legislador cualquiera, sino que su título com-
petencial, como legislador sectorial, hallaba fundamen-
to en los artículos 137, 140 y 141 CE, garantizaba la 
autonomía local frente a las comunidades autónomas, 
a las que, obviamente, no se consideraba garantes de la 
autonomía de municipios y provincias. Esta concepción 
fue advertida por la representación procesal del Parla-
mento catalán y de la Generalitat, en la defensa del re-
curso de inconstitucionalidad contra algunos de los ar-
tículos de la LRBRL que el Tribunal resolvió en la 
importante sentencia 214/1989, de 21 de diciembre. El 
planteamiento giró en torno a los siguientes puntos:

a) La LRBRL parte de la prevención contra las comu-
nidades autónomas, temiendo un uso indebido de sus 
competencias sobre régimen local y, en consecuencia, 
desmesurando las precauciones, hasta el punto de 
condicionar, incluso subordinar, las competencias au-
tonómicas a las estatales.

b) La “presunta función constitucional” autoatribui-
da por la Ley revela un tono constituyente que la pre-
tende convertir “[…] en una especie de lex interposita 
situada entre la Constitución y los estatutos de autono-
mía con la finalidad de armonizar, interpretándolas, las 
disposiciones de dichos textos legales concernientes a 
la distribución territorial de la disposición legislativa, lo 
cual resulta inexplicable que se haya vuelto a intentar 
tras la rotundidad con que se expresó la STC de 5 de 
agosto de 1983. Este intento, por lo demás se refleja 
expresamente en la propia exposición de motivos al se-
ñalar la ‘vis específica’ de que ha de gozar la Ley en el 
ordenamiento en su conjunto a pesar de su condición 
formal de Ley ordinaria”. La tesis defendida en este tra-
bajo se inscribe en esta línea: la Ley pretende armonizar 
las competencias autonómicas asumidas por los estatu-
tos para conseguir, en materia de autonomía local, los 
fines de racionalización y sostenibilidad.

c) Las alegaciones denuncian la inconstitucionali-
dad de la Ley al reservarse, según la exposición de mo-
tivos, la exclusividad en la protección de la autonomía 
local. Cuando allí se dice que la LRBRL “desarrolla la 
garantía constitucional de la autonomía local que, al 
estarle reservada o, lo que es igual, vedada a cualquie-
ra otras normas […]”, ignora que la garantía constitu-
cional de la autonomía local también rige para el legis-
lador estatal y se extiende a todos los legisladores del 
Estado de las Autonomías.

Estas alegaciones las formulan las representaciones 
procesales con respecto al artículo 2.1 de la LRBRL; en 

cuanto al segundo apartado del mismo artículo, la ar-
gumentación se vuelve más compleja, y no resulta 
oportuno para los fines de este trabajo detenerse en la 
naturaleza jurídica del concepto “régimen local”. Sí 
procede, en cambio, prestar atención a un aspecto es-
trechamente relacionado con el debate examinado con 
motivo de la distribución de competencias, entre el Es-
tado y las comunidades autónomas, en materia de sa-
nidad y educación. El artículo 2.2 de la LRBRL, objeto 
del recurso de inconstitucionalidad en su momento, 
dice así:

“Las Leyes básicas del Estado previstas constitucio-
nalmente deberán determinar las competencias que 
ellas mismas atribuyan o que, en todo caso, deban co-
rresponder a los entes locales en las materias que regu-
len”.

La representación procesal de la Generalitat, funda-
damente a mi juicio, destacó un dato clave: el alcance 
de la autonomía local se define en las relaciones insti-
tucionales entre las comunidades autónomas y las en-
tidades locales; las competencias locales dependen de 
los legisladores sectoriales autonómicos, en la medida 
en que el interés local recae sobre materias asumidas 
como competencias autonómicas en los estatutos. Si el 
Estado elude las competencias autonómicas y, en la le-
gislación básica, determina competencias municipales, 
el riesgo de ocupar el espacio reservado a los legislado-
res autonómicos es muy alto.

El mensaje no pasa inadvertido al Tribunal, que, 
prudentemente, formula un fallo interpretativo: consi-
dera constitucional el artículo 2.2, pero teniendo en 
cuenta que la Ley de Bases, en el decisivo punto de las 
competencias municipales, es una norma incompleta 
de remisión a la legislación sectorial correspondiente, 
será necesario encontrar los parámetros de constitu-
cionalidad, ausentes en las bases sobre régimen local, 
para delimitar las competencias estatales y autonómi-
cas en el reconocimiento de competencias municipa-
les. El carácter interpretativo del fallo se dirige a legiti-
mar la atribución de competencias por el legislador 
básico sectorial a los municipios, cuando tenga como 
finalidad preservar la garantía constitucional de su au-
tonomía. Aclarando esta salvedad, el Tribunal se pro-
nuncia por la excepcionalidad de una competencia 
municipal atribuida por un legislador básico sectorial, y 
la regla de la relación “más natural e intensa de las 
Comunidades Autónomas con las Entidades Locales”. 

La Ley altera y cambia radicalmente estas coorde-
nadas. Las bases del régimen local no tienen como fi-
nalidad la protección de la autonomía local frente a los 
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eventuales “olvidos” o dejaciones de las comunidades 
autónomas; al contrario, su función es impedir que los 
legisladores autonómicos amplíen el contenido y al-
cance de la autonomía local, especialmente la munici-
pal. De ahí que, pese a presentarse como una ley de 
bases, no reduzca su contenido a principios o directri-
ces que fijen el mínimo a observar para la asignación 
de competencias a los municipios, sino que pretenda 
establecer unos máximos de imposible franqueo por 
las comunidades autónomas. Este es el motivo por el 
que suprime competencias municipales atribuidas por 
las comunidades autónomas, confundiendo la enume-
ración de materias del artículo 25.2 con un listado de 
competencias, y contradiciendo, por cierto, la remisión 
que el mismo precepto hace a la legislación sectorial 
para la concreción última de las competencias munici-
pales en las materias allí señaladas. 

4.3. El legislador de las bases no señala un 
mínimo que las comunidades autónomas 
amplían, sino que marca un máximo que no 
pueden franquear

La tesis que aquí se mantiene es la inadecuación de un 
legislador básico para definir en positivo las compe-
tencias autonómicas; el sentido de las bases es deter-
minar la competencia estatal y delimitar en negativo la 
autonómica. Cuando nos encontramos ante estas re-
gulaciones resulta inevitable recordar la STC 76/1983, 
cuando el Tribunal negó carácter orgánico y armoniza-
dor a la Ley Orgánica de Armonización del Proceso 
Autonómico con una argumentación que, pasado el 
tiempo, ha llevado a una concepción extensiva de las 
bases: no es necesario recurrir a la excepción de la le-
gislación armonizadora porque el Estado cuenta con 
título competencial suficiente, fundamentando la nor-
ma en las bases del régimen jurídico de las Adminis-
traciones Públicas (artículo 149.1.18 CE). Invocando la 
racionalidad retrospectiva, se reveló aquella como una 
ocasión perdida para distinguir entre bases y armoni-
zación.

4.4. La relación normativa entre legislación 
básica y estatutos de autonomía

El tema remite a la relación entre los estatutos de auto-
nomía y la legislación básica. Quizás el motivo funda-
mental para las reformas estatutarias fuera el de evitar 

que el Estado, a través de normativa básica exhaustiva, 
pormenorizara la regulación de materias sobre las que 
los estatutos reservaban un ámbito propio a las comu-
nidades autónomas. Con razón las comunidades autó-
nomas denunciaron el vaciamiento de sus competen-
cias cuando el Estado recurría a títulos transversales o 
precisaba mediante reglamentos el contenido básico. 
La dificultad de impugnar los excesos estatales encon-
tró un obstáculo en una lectura favorable de la juris-
prudencia constitucional, que entendió lo básico como 
una prerrogativa política, con el solo límite jurídico de 
no desnaturalizar o volver irreconocibles las competen-
cias autonómicas. Ante estas anomalías se entendió un 
procedimiento adecuado, que no pasara por la refor-
ma constitucional, la reforma de los estatutos hacien-
do valer su función de complemento constitucional 
fundamentado en su carácter paccionado y supra par-
tes, donde Estado y comunidades autónomas concre-
tan los compromisos apócrifos del poder constituyente 
con el fin de preservar las competencias autonómicas 
una vez precisadas funciones y especificadas materias.

En la STC 31/2010 el Tribunal no avaló esta tesis; 
desautorizando la prevalencia aplicativa de los estatu-
tos sobre las bases estatales y formulando una senten-
cia interpretativa, remitió al caso concreto, advirtiendo 
que las bases estatales no quedaban condicionadas en 
su aplicación a las previsiones estatutarias. Las elabora-
ciones doctrinales que habían sostenido el juego vali-
dez-aplicación para enmarcar la relación normativa 
entre estatutos y bases, no son asumidas por el Tribu-
nal, de tal forma que, una vez promulgada, la legisla-
ción básica se aplica con igual intensidad en todas las 
comunidades autónomas, cualquiera que fuera el al-
cance dado al principio dispositivo en la reforma del 
estatuto. No habría, pues, validez genérica de las bases 
pero aplicación variable.

Interpretada la Ley a la luz de los criterios sentados 
en la STC 31/2010, no nos encontramos ante la pre-
tensión de excepcionar la aplicación de las bases esta-
tales sobre régimen local en determinada comunidad 
autónoma, en función de la regulación estatutaria de 
la competencia autonómica sobre la misma materia; 
estamos ante una cuestión más elemental: si las bases 
estatales disminuyen el núcleo esencial de la autono-
mía municipal, suprimiendo algunas de las materias 
donde Estado y comunidades autónomas debían asig-
nar competencias o, al menos, garantizar un derecho 
de intervención municipal, han de entenderse inaplica-
bles preceptos estatutarios más generosos en el reco-
nocimiento de las competencias municipales.
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Los puntos a considerar en la controversia serían los 
siguientes:

1– Ninguna objeción ha señalado el Tribunal Cons-
titucional a que los estatutos contengan artículos sobre 
autonomía local, singularmente sobre competencias 
municipales en materias de titularidad autonómica. Las 
implicaciones jurídicas de elevar a rango estatutario 
disposiciones que, en principio, se entenderían mejor 
ubicadas en la legislación ordinaria, en nada afectan al 
tema debatido; el legislador estatutario decide conferir 
rigidez protegiendo a los municipios y limitando la libre 
disposición del legislador sectorial. Se trata de una re-
lación intraordinamental que en nada repercute sobre 
la relación entre bases estatales y estatutos de autono-
mía. En puridad, los preceptos estatutarios no limitan 
las bases estatales, sino que condicionan a los legisla-
dores sectoriales autonómicos.

2– Evidentemente la regulación estatutaria no im-
pediría que en un momento posterior el legislador bá-
sico aumentara el núcleo esencial, siempre, claro está, 
que no menoscabara la legislación autonómica; pero, 
sin rebasar los umbrales de lo básico, un incremento de 
las materias, coincidentes o no con las previstas en los 
estatutos, vincula al legislador autonómico. 

3– Teniendo en cuenta que las competencias reco-
nocidas a las entidades locales en los estatutos lo son 
sobre materias de exclusiva competencia de la comuni-
dad, la finalidad es profundizar la garantía de la 
autonomía local.

4– El problema de la relación internormativa entre 
bases y estatutos tiene lugar cuando las bases amplían 
su contenido, aumentando el núcleo esencial de la au-
tonomía municipal, pero desaparece si lo recortan, el 
legislador autonómico se halla ante un mínimo, pero 
no ante un máximo.

Volviendo a la regulación que de los servicios perso-
nales hace el Anteproyecto como competencia propia 
de los municipios, pocas dudas quedan, a estas alturas, 
de que el legislador básico no ha fijado mínimos, enu-
merado materias o establecido directrices de asigna-
ción de competencias; directamente ha asignado com-
petencias a los municipios en una materia de exclusiva 
competencia autonómica, y, en contrapunto, veda al 
legislador autonómico la posibilidad de asignar com-
petencias propias a los municipios; eso sí, como se re-
cordaba antes, le sugiere la delegación, como si el le-
gislador autonómico estuviera condicionado para la 
delegación de competencias en los municipios por la 
autorización del legislador básico. La Ley se coloca en 
contra de los criterios acuñados en la jurisprudencia 

constitucional. Valga, como referencia modélica, la 
STC 214/89:

“[…] el sistema arbitrado por el párrafo 1.º del art. 
2 de la LRBRL resulta plenamente adecuado a la Cons-
titución, sin que pueda apreciarse extralimitación algu-
na en la fijación de las bases relativas a las competen-
cias locales. Se mantiene y conjuga, en efecto, un 
adecuado equilibrio en el ejercicio de la función consti-
tucional encomendada al legislador estatal de garanti-
zar los mínimos competenciales que dotan de conteni-
do y efectividad a la garantía de la autonomía local, ya 
que no se desciende a la fijación detallada de tales 
competencias, pues el propio Estado no dispone de to-
das ellas. De ahí que esa ulterior operación quede de-
ferida al legislador competente por razón de la mate-
ria. Legislador, no obstante, que en el caso de las 
Comunidades Autónomas, no puede, con ocasión de 
esta concreción competencial, desconocer los criterios 
generales que los arts. 2.1; 25.2; 26 y 36 de la misma 
LRBRL han establecido”.

A quien corresponde precisar es al legislador autonó-
mico; el legislador básico, en el tema de competencias 
municipales, no puede adoptar el título de legislador 
sectorial y, directamente, atribuir competencias a los 
municipios en materias de titularidad autonómica, como 
es el caso de la asistencia social. De operar así, en el bi-
nomio acuñado por el Tribunal Constitucional, el Estado 
en sentido estricto estaría convirtiéndose en Estado en 
sentido amplio y cruzando, de esta manera, el umbral 
del poder constituyente, o quizás, mejor calificado el 
movimiento, fraudulentamente estaría adoptando el lu-
gar del legislador de armonización, eludiendo el proce-
dimiento exigido por el artículo 150.3 CE.

Irónicamente se habría llegado a una situación pa-
radójica: hasta ahora la idea que ha prendido en el mu-
nicipalismo es que el legislador estatal protege a muni-
cipios y provincias de las virtuales agresiones de las 
comunidades autónomas. Incluso el Tribunal Constitu-
cional, en la misma sentencia antes citada, justifica el 
mínimo como núcleo esencial a determinar por el Esta-
do para evitar que cada comunidad estime su alcance 
y profundidad de manera distinta:

“Como titulares de un derecho de autonomía cons-
titucional garantizado, las Comunidades locales no 
pueden ser dejadas en lo que toca a la definición de 
sus competencias y la configuración de sus órganos de 
gobierno a la interpretación que cada Comunidad Au-
tónoma pueda hacer de ese derecho […]”.

El Tribunal reproduce la doctrina sentada en la STC 
32/1981, reforzándola, por la ausencia de medios, en-
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tonces, para la impugnación ante la jurisdicción consti-
tucional por parte de las entidades locales. El Estado se 
alzaría garante de la autonomía local frente a las co-
munidades autónomas, y este postulado, a su vez, 
convertiría la garantía constitucional de la autonomía 
local, de carácter general, en configuradora de un mo-
delo de Estado. En la circularidad de este argumento 
gravita la tensión de la doble condición del legislador 
estatal: como legislador dotado de una función consti-
tucional y como legislador sectorial sujeto a la distribu-
ción constitucional de competencias. Expresado en 
otros términos: la relación entre los artículos 137, 140 
y 141 y el artículo 149.1.18, lo que, a juicio del Tribu-
nal, equivaldría a la identificación entre autonomía lo-
cal y bases estatales, identificación excluyente de la 
legislación autonómica como garante de la autonomía 
local.

Aunque la jurisprudencia constitucional se ha apar-
tado en ocasiones de esta asimilación y ha declarado 
que los artículos 137 y 149.1.18 no son coextensos –
una declaración formalizada en la STC 240/2006–, en 
las últimas sentencias la ha retomado.

La novedad de la Ley radica en haber invertido los 
términos: el Estado garantiza que el mínimo reconoci-
do como núcleo esencial a los municipios no será au-
mentado por las comunidades autónomas en determi-
nadas materias.

4.5. El desacierto en el dictamen del Consejo 
de Estado sobre este punto

La lectura de las Observaciones particulares dedicadas 
a las disposiciones transitorias octava y undécima cau-
sa asombro, porque el Consejo avala jurídicamente el 
contenido armonizador del Anteproyecto.

El dictamen vincula la rebaja del núcleo garantizado 
con protección constitucional al correlativo traspaso a 
las comunidades autónomas de las competencias has-
ta ese momento de titularidad municipal en salud, 
educación y servicios sociales. Frente a las críticas que 
denuncian la inconstitucionalidad de esta medida, el 
Consejo invoca la doble dimensión del legislador esta-
tal, fundamentada en la vinculación de los artículos 
137 y 149.1.18, para determinar las competencias mu-
nicipales en los términos recogidos en el artículo 25.2, 
entendido el elenco de competencias como un dere-
cho de configuración legal, más o menos amplio y con 
el límite de no volver irreconocible la institución muni-
cipal. A partir de un razonamiento convencional (“Si 

ese ámbito se amplía o disminuye como consecuencia 
de una modificación como la que pretende operar el 
anteproyecto sometido a consulta, serán las Comuni-
dades Autónomas las que, en su caso, deban ajustar su 
esquema competencial de atribución de competencias 
a los Municipios a lo dispuesto con carácter básico por 
el legislador estatal”), el Consejo equipara ampliación 
o disminución como si, indistintamente, surtiera los 
mismos efectos en la legislación autonómica. Si el Esta-
do rebaja el mínimo, suprimiendo una materia, au-
menta la disponibilidad del legislador autonómico para 
asignarlo o no a los municipios, y si el legislador estatal 
incrementa el número de materias, deberá la comuni-
dad autónoma atribuir competencias o, al menos, sal-
vaguardar algún tipo de participación en el procedi-
miento para el ejercicio de la competencia por el 
legislador sectorial. En ningún caso queda el legislador 
autonómico privado de la posibilidad de atribuir com-
petencias a los municipios, ante la reducción operada 
por el legislador básico al regular el núcleo esencial de 
la autonomía municipal en el tema de las competen-
cias. De ahí la gravedad de la conclusión cuando el 
Consejo considera congruentes con la nueva regula-
ción, en materia de servicios sociales, las consecuen-
cias previstas en la disposición transitoria undécima:

“En definitiva, lo que el artículo 25.2 de la LBRL 
hace es delimitar los ámbitos a los que pueden exten-
derse las competencias municipales, que es precisa-
mente lo que al legislador estatal corresponde, estable-
ciéndose en las disposiciones transitorias novena y 
undécima –primera y segunda en la Ley– del antepro-
yecto las consecuencias que en materia de sanidad, 
educación y servicios sociales han de derivarse de tal 
delimitación”.

Es verdad que las bases delimitan los ámbitos de 
eventuales competencias municipales, pero con carác-
ter mínimo, sin que las comunidades autónomas no 
puedan superarlo. Si recordamos el tenor literal de la 
disposición transitoria segunda, se entiende la siguien-
te afirmación contenida en el dictamen:

“El hecho de que ello interfiera con la regulación 
autonómica vigente no permite concluir que exista en 
este caso una vulneración de las competencias autonó-
micas”.

Pero donde el desacierto del Consejo se revela más 
claramente, es en el supuesto impacto de aceptar que 
las reformas estatutarias vinculan al legislador básico:

“Afirmar lo contrario llevaría a sostener que, pro-
mulgados los Estatutos de Autonomía o aprobadas en 
ejercicio de las competencias autonómicas que estos 
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establecen las correspondientes normas de delimita-
ción de competencias, el marco competencial resultan-
te de tal operación de concreción devendría indisponi-
ble para el legislador estatal, que no podría en ningún 
caso alterar el alcance dado a la autonomía local, en su 
vertiente de reconocimiento de competencias, lo que 
no resulta conforme con la interpretación que de las 
competencias del Estado en materia local ha efectuado 
el Tribunal Constitucional”.

Lo hemos analizado más arriba. Las reformas esta-
tutarias, aunque pensadas para contener la desmesura 
de las bases, según la STC 31/2010 no impiden que el 
Estado defina su amplitud sin quedar condicionado 
por los nuevos parámetros estatutarios; ahora bien, 
esa interpretación no autoriza a inferir que el legislador 
básico pueda delimitar en positivo las competencias 
autonómicas.

Curiosamente el dictamen considera resuelta la 
controversia jurídica con esa inconsistente argumenta-
ción y hace notar que, no obstante la corrección cons-
titucional del Anteproyecto, pueden frustrarse los ob-
jetivos perseguidos con la reforma, ya que el artículo 
25.2 no agota las competencias municipales. Cabría la 
oportunidad de competencias impropias, en el caso de 
cumplir los requisitos exigidos en el apartado 4 del ar-
tículo 7, aunque esta salida parece descartada ante el 
traslado forzoso de la competencia municipal a la co-
munidad autónoma, según la disposición transitoria 
segunda, de tal forma que, a pesar de la eficiencia en 
la prestación municipal, deberían pasar a disposición 
autonómica los medios personales y materiales. Tam-
bién sería posible la delegación conforme al artículo 
27. Una muestra palmaria de la desorientación del dic-
tamen aparece en las recomendaciones para evitar las 
patologías que provocaría una estricta aplicación de la 
reforma, singularmente en el consejo de inclusión en la 
disposición undécima de la posibilidad de delegación 
en los municipios de las competencias asumidas por las 
comunidades autónomas en materia de servicios socia-
les. Una sugerencia, por cierto, innecesaria, porque así 
figura en el apartado cuarto. Pero el estupor surge al 
pensar que, si no lo incluyera el legislador básico, la 
comunidad autónoma quedaría privada de la opción 
de delegar en los municipios competencias sobre servi-
cios sociales.

En el caso de los servicios personales, la modificación 
de las bases en nada afectaría a las competencias que la 
comunidad autónoma decidiera atribuir a los munici-
pios. El Estatuto de Autonomía garantiza en el artículo 
84.2.c) a los Gobiernos locales de Cataluña las compe-

tencias propias sobre ordenación y prestación de servi-
cios básicos a la comunidad, en los términos que deter-
minen las leyes. Por su parte el artículo 31 de la Ley de 
Servicios Sociales de Cataluña de 2007, de 11 de octu-
bre, atribuye a los municipios un repertorio de compe-
tencias en desarrollo de las previsiones estatutarias.

5. Conclusiones

1– El cumplimiento de un coste estándar en la provi-
sión de servicios obligatorios degradaba los municipios 
a instancias desconcentradas del Estado, meras unida-
des de administración periférica estatal, privadas de las 
facultades propias de la autonomía política sobre go-
bierno y administración. El coste efectivo atenúa unos 
efectos tan corrosivos, pero limita la autonomía muni-
cipal, en la medida en que la prestación de servicios a 
coste efectivo mayor que la provincia implica la provi-
sión provincial, al tiempo que los municipios de menos 
de veinte mil habitantes, para recuperar la competen-
cia en la prestación de determinados servicios, deben 
demostrar que lo harán a coste efectivo menor que la 
provincia. 

2– La regulación de las competencias provinciales 
en la Ley incurre en una contradicción insalvable: si-
multáneamente se atribuye a la misma entidad local 
competencia para asistir a municipios con baja capaci-
dad de gestión, y, por la misma causa –baja capacidad 
de gestión municipal–, se le atribuye, suplantando a 
los municipios, la directa prestación del servicio.

3– La Ley presenta un doble motivo para ser califica-
da de inconstitucional: en primer lugar, el menoscabo 
de la autonomía municipal, al despojar casi al noventa 
por ciento de los municipios de la prestación de la casi 
totalidad de sus servicios mínimos, vaciando de conte-
nido la garantía constitucional de los artículos 137 y 
140 CE. Por otra parte, el coste efectivo somete las 
competencias municipales a una situación de precarie-
dad y provisionalidad, incompatible con la ordenación y 
gestión de una parte importante de los asuntos públi-
cos. En segundo lugar, por su contenido armonizador.

4– El legislador estatal pretende imponer al legisla-
dor autonómico un ejercicio determinado en compe-
tencias de su exclusiva titularidad. Por ejemplo, en la 
materia de servicios sociales, veda al legislador secto-
rial autonómico la atribución de competencias propias 
a los municipios, limitando el margen a la posibilidad 
de delegación. Con el solo título competencial sobre 
las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
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Públicas, el Estado no puede delimitar en positivo las 
competencias autonómicas en materia de asistencia 
social. Debería seguir el procedimiento del artículo 
150.3.

5– La Ley imprime un giro copernicano a la concep-
ción de las bases sobre régimen local: de mínimos que 

el legislador autonómico debe observar a máximos que 
no puede ampliar. El Estado garante de la autonomía 
local frente a las comunidades autónomas se vuelve 
guardián de la estabilidad y sostenibilidad, y les prohí-
be ahora la atribución de determinadas competencias 
a los municipios. ■
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